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Resumen: En este trabajo se analiza el derecho de acceso a la justicia en Venezuela, 
contrastando el marco constitucional de 1999 con la realidad de crisis institucional 
y falta de independencia judicial. El artículo sostiene que el acceso a la justicia tras-
ciende el debido proceso, exigiendo un trato digno e igualitario para el ciudadano. 
Explora la tutela judicial efectiva y las obligaciones internacionales de protección. 
Finalmente, advierte que la ausencia de jueces independientes desprotege a las 
víctimas y debilita la democracia, haciendo imperativa la restauración de la con-
fianza en el sistema.
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Abstract: This paper analyzes the right to access justice in Venezuela, contrasting 
the 1999 constitutional framework with the reality of institutional crisis and the 
lack of judicial independence. The article argues that access to justice transcends 
due process, demanding dignified and equal treatment for the citizen. It explores 
effective judicial protection and international protection obligations. Finally, it 
warns that the absence of independent judges leaves victims unprotected and 
weakens democracy, making the restoration of trust in the system imperative.

Keywords: Access to justice, Effective judicial protection, Judicial Independence, 
Due process, Human rights.

I. Preludio
La Constitución de la República de 1999, reconoce el derecho de toda persona a 

acceder a la justicia en diversas disposiciones, destacando lo previsto en los artículos 
26, 257 y 258.

El artículo 26 señala que «...toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de 
administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos 
o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión corres-
pondiente», estableciendo como obligación del Estado la garantía de «una justicia gratuita, 
accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equita-
tiva y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles».

Vinculado al derecho de acceso a la justicia de toda persona, el artículo 257 constitu-
cional define al proceso como «...un instrumento fundamental para la realización de la jus-
ticia», ordenando que «...las leyes procesales establecerán la simplificación, uniformidad y 
eficacia de los trámites y adoptarán un procedimiento breve, oral y público», y establece 
que «no se sacrificará la justicia por la omisión de formalidades no esenciales».

Por su parte, el artículo 258 de la Carta Fundamental, se refiere a la justicia de paz y 
a los medios alternativos para la solución de conflictos en los siguientes términos: «La 
ley organizará la justicia de paz en las comunidades. Los jueces o juezas de paz serán 
elegidos o elegidas por votación universal, directa y secreta, conforme a la ley. La ley pro-
moverá el arbitraje, la conciliación, la mediación y cualesquiera otros medios alternativos 
para la solución de conflictos».

En consonancia con estas disposiciones constitucionales referidas al acceso a la justi-
cia, el artículo 51 le otorga el derecho a toda persona «...de representar o dirigir peticiones 
ante cualquier autoridad, funcionario público o funcionaria pública sobre los asuntos que 
sean de la competencia de éstos o éstas, y de obtener oportuna y adecuada respuesta».
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Ahora bien, muy diferente es la realidad del acceso a la justicia venezolana que publica 
el Informe que desde 2019 publica Acnudh2 en el cual se indica que «la mayoría de las 
víctimas de las violaciones de los derechos humanos señaladas en el presente informe 
no han tenido un acceso efectivo a la justicia y a vías de recurso», y «según los entre-
vistados, pocas personas presentan denuncias por miedo a represalias y por falta de 
confianza en el sistema judicial», refiriéndose que «...cuando se interpone una denuncia, 
las autoridades no investigan el asunto o bien no llevan a cabo una investigación pronta, 
efectiva, exhaustiva, independiente, imparcial y transparente».

II. Cuáles procesos consagra la 
Constitución de Venezuela

Los procesos constitucionales que se establecen en la Constitución son el control 
difuso de la constitucionalidad y el control concentrado de la constitucionalidad; el 
recurso de interpretación, el proceso del recurso de nulidad por inconstitucionalidad, el 
proceso de amparo constitucional, la acción de habeas data, el recurso de colisión de 
leyes, el recurso de omisión legislativa, demandas por intereses colectivos o difusos, el 
control de convencionalidad, la demanda de interpretación constitucional, el recurso de 
revisión constitucional3.

Estos procesos se encuentran en diferentes Títulos, Capítulos y Secciones de la Cons-
titución, en distintas leyes orgánicas o especiales y no es de fácil comprensión para 
quien no sea abogado, de manera que el ciudadano no percibe cómo puede acceder 
de manera efectiva a la justicia, cómo puede exigir sus derechos constitucionales, o que 
puede hacer con aquellas leyes o actos de los poderes públicos que considere incons-
titucionales, o ante el silencio del legislador ante materias de reserva legal, todo lo cual 
origina la ausencia de la participación ciudadana en el cumplimiento de la Constitución, 
deber que ella precisamente le impone para garantizar sus derechos.

Tenemos que entender que esta Constitución opera en el tiempo desde 1999 y hasta 
que no se cambie, aunque se la ignore y violente, estamos obligados los poderes públi-
cos y los ciudadanos a hacerla cumplir, sin importar que las decisiones políticas no se 
sometan a ella y la ignoren.

2	 La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (AC-
NUDH) es la principal entidad de la ONU para promover y proteger todos los derechos huma-
nos a nivel mundial. Con sede en Ginebra, brinda apoyo experto a mecanismos de la ONU y 
monitorea la situación de derechos en diversos países.

3	 Todos estos procesos están explicados detalladamente y con gran disciplina académica, en el 
libro de Rafael Badell Madrid. Serie de Estudios N.º 121 de la Academia de Ciencias Políticas y 
Sociales. Editado en el año 2020. Primera edición. 584 páginas.
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III. La justicia como derecho 
de acceso a ella

La justicia además de ser un poder del Estado es al mismo tiempo un Poder que aplica 
el derecho, y donde el ciudadano tiene el derecho de acceder a ella. Las constituciones 
modernas en su gran mayoría, además de establecer a la justicia como un (o unos órga-
nos del) poder público, la reconocen en variadas modalidades como un derecho a la pro-
tección de los derechos. El contenido esencial de ese derecho a la justicia a ser ejercido 
ante jueces y tribunales como poder público en la estructura constitucional del Estado 
de Derecho, impone necesariamente la exigencia de su independencia4.

Por lo general, el reconocimiento de ese derecho a la justicia tiene lugar en dos com-
ponentes simultáneos y complementarios: el primero, con el reconocimiento del derecho 
a la protección judicial efectiva de los derechos; y el segundo, con la exigencia de que se 
ejerza mediante las garantías del debido proceso, que incluyen la obligación de jueces 
independientes e imparciales.

Estos temas clásicos de la Constitución y del Derecho Constitucional, se han confi-
gurado también y al mismo tiempo, en temas claves del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. De allí que el derecho constitucional y humano a la justicia, tiene hoy 
en día como contrapartida las obligaciones constitucionales e internacionales del Estado, 
que de él se derivan: las primeras, de la propia Constitución, y las segundas, de los trata-
dos relativos a derechos humanos.

A nivel de los tratados sobre derechos humanos, el reconocimiento del derecho a la 
justicia para la protección de los derechos, con la garantía de la independencia e impar-
cialidad de los jueces y tribunales, comenzó en 1950 en el Convenio Europeo para la Pro-
tección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (arts. 6 y 13). Seguida-
mente, en 1966 en el ámbito de Naciones Unidas, en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el cual reconoció el derecho a la protección judicial por jueces y tribu-
nales independientes e imparciales (arts. 2.3 y 14).

Posteriormente, este derecho a la protección judicial efectiva, ante jueces y tribuna-
les independientes e imparciales, prosiguió su reconocimiento en los otros dos tratados 
regionales de derechos humanos: en 1969 en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Convención Americana o CADH) (arts. 8 y 25) y en 1981 en la Carta Africana de 
los Derechos Humanos y de los Pueblos (arts. 7 y 26).

4	 Ver, Carlos Ayala Corao, «The Independence of Justice as a Human Right and an International 
Obligation in Inter- American Jurisprudence», The Impact of the Inter-American Human Ri-
ghts System (Transformations on the Ground), Editores (Armin von Bogdandy, Flávia Piovesan, 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor, y Mariela Morales Antoniazzi), Oxford University Press, Oxford, 
2024.
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La independencia judicial se ha ido desarrollando y consolidando progresivamente en 
diversos instrumentos internacionales, hasta llegar a convertirse en un principio interna-
cional generalmente aceptado de carácter inderogable, con vocación incluso de llegar a 
reconocerse como una norma imperativa de derecho internacional.

Los derechos de toda persona reconocidos en los tratados internacionales, implican 
a su vez, las obligaciones correspondientes de los Estados partes de respeto, garantía y 
protección de dichos derechos. En otras palabras, toda persona humana es titular de los 
derechos humanos reconocidos en los tratados, lo cual implica como contrapartida las 
obligaciones internacionales de los Estados respecto a esos derechos.

Este marco convencional compromete a los Estados partes como destinatarios de las 
obligaciones de derechos humanos, a garantizar directamente el cumplimiento efectivo 
en su jurisdicción interna de dichas obligaciones internacionales de respeto y garantía. 
Por ello, los Estados partes son responsables de la vigencia efectiva de los derechos 
humanos, sin discriminación alguna, de todas las personas que estén bajo su jurisdicción.

Las obligaciones de los Estados partes de respeto y garantía de los derechos, se 
refuerzan con la obligación de protección de toda persona bajo su jurisdicción. Esta obli-
gación de protección y reparación compromete al Estado en el conjunto de todos sus 
órganos y poderes públicos conforme a sus competencias. Por lo cual, cualquier acto, 
actuación u omisión indebida del Estado que cause una violación a alguno de los dere-
chos reconocidos en la Convención Americana, genera la obligación del Estado de pro-
teger a la víctima, y en su caso, de repararla integralmente5. La Convención Americana, 
basada en la tradición del principio de la separación e independencia de poderes en el 
Estado de Derecho, particulariza la obligación de proteger en los jueces y tribunales. En 
efecto, si bien el respeto, la garantía y la protección de los derechos es un deber de todos 
los órganos del Estado (art. 1, CADH), la protección «judicial» a la que específicamente se 
refiere el artículo 25 de la Convención Americana, debe llevarse a cabo a través de jueces 
y tribunales competentes6.

De esta forma, la protección de los derechos de toda persona, esta obligación de pro-
tección judicial efectiva en el Derecho interno, no se limita a los derechos convencionales, 
sino que incluye además a los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución 
o la ley o la Convención. La obligación de protección no solo debe ser reconocida a nivel 
normativo o teórico por los Estados, sino que debe ser efectiva, de manera que los Esta-

5	 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 25. 
6	 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos tiene una formulación algo diferente. Si 

bien el artículo 14 que desarrolla las garantías del debido proceso hace referencia expresa a 
los jueces y tribunales independientes, es interesante comentar que el artículo 2.3 mencio-
na entre las autoridades competentes para decidir sobre los derechos de toda persona que 
interponga un recurso (de protección), a la «judicial, administrativa o legislativa o cualquiera 
otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado». No obstante, dicha norma 
termina afirmando expresamente, que los Estados partes se comprometen a «desarrollar[á] las 
posibilidades de recurso judicial».
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dos deben (i) garantizar que la autoridad competente (juez) prevista por el sistema legal 
del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; (ii) 
desarrollar las posibilidades del recurso judicial; y (iii) garantizar el cumplimiento, por 
las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso.

El derecho a la protección judicial o tutela judicial efectiva de los derechos humanos y 
fundamentales está acompañado de unas garantías esenciales, intrínsecas, sustanciales 
e inseparables. Estas son las garantías (judiciales) del debido proceso reconocidas en el 
artículo 8 de la Convención, para la protección de los derechos de la persona, es decir, 
de todas las personas que acceden a la justicia (justiciables): -el accionante o recurrente 
(«para la determinación de sus derechos y obligaciones...de cualquier otro carácter»); 
-en casos en que sea una persona diferente al accionante, la víctima (protección, verdad, 
justicia y reparación); y -el imputado o acusado («cualquier acusación penal formulada 
contra ella»). Entre estas garantías judiciales de toda persona, destacan, en primer lugar, 
el derecho a ser oída por un juez o tribunal: (i) competente, independiente e imparcial; (ii) 
establecido con anterioridad por la ley; (iii) con las debidas garantías; y (iv) dentro de un 
plazo razonable. Así como los derechos de toda persona inculpada de delito: (v) a que se 
presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad; y (vi) a las 
garantías mínimas del artículo 8.2 de la CADH, en plena igualdad.

La justicia es reconocida y consagrada como derecho en varias disposiciones de la 
Constitución, comenzando con el derecho general de toda persona a la protección judi-
cial efectiva de los derechos e intereses; y mediante el derecho a acciones judiciales 
especiales para la protección de todos los derechos y determinadas categorías especia-
les de derechos:

(1) Derecho a la tutela o protección judicial efectiva (art 26): es el derecho de toda 
persona de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus dere-
chos e intereses, incluso los colectivos o difusos; a la tutela efectiva de los mismos y a 
obtener con prontitud la decisión correspondiente.

La consagración de este derecho constitucional de amplio espectro a la protección 
judicial efectiva conlleva la obligación del Estado de garantizarlo mediante una justicia 
que contenga los siguientes elementos esenciales: gratuita, accesible, imparcial, idónea, 
transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilacio-
nes indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles.

Este derecho a la protección o tutela judicial efectiva comprende el derecho a que los 
órganos del Poder Judicial ejerzan su competencia para que: (i) conozcan de las causas 
y asuntos que les corresponde mediante los procedimientos que determinen las leyes, y 
(ii) ejecuten o hagan ejecutar sus sentencias (art. 253).

(2) Derecho y acción de amparo (art. 27): es el derecho de toda persona a ser ampa-
rada por los tribunales en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, 
aun de aquellos inherentes a la persona que no figuren expresamente en esta Cons-
titución o en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. La acción de 
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amparo a la libertad o seguridad o hábeas corpus, podrá ser interpuesta por cualquier 
persona; y el detenido o detenida será puesto o puesta bajo la custodia del tribunal de 
manera inmediata, sin dilación alguna. En todo caso, el ejercicio del derecho de amparo 
no puede ser afectado, en modo alguno, por la declaración del estado de excepción o de 
la restricción de garantías constitucionales.

(3) Derecho y acción de habeas data (art. 28): es el derecho de toda persona de 
acceder a la información y a los datos que sobre sí misma o sobre sus bienes consten 
en registros oficiales o privados, con las excepciones que establezca la ley, así como de 
conocer el uso que se haga de los mismos y su finalidad, y de solicitar ante el tribunal 
competente la actualización, la rectificación o la destrucción de aquellos, si fuesen erró-
neos o afectasen ilegítimamente sus derechos. Igualmente, podrá acceder a documentos 
de cualquier naturaleza que contengan información cuyo conocimiento sea de interés 
para comunidades o grupos de personas. Queda a salvo el secreto de las fuentes de 
información periodística y de otras profesiones que determine la ley.

(4) Derecho de protección internacional (art. 31): es el derecho de toda persona, en los 
términos establecidos por los tratados, pactos y convenciones sobre derechos humanos 
ratificados por la República, a dirigir peticiones o quejas ante los órganos internaciona-
les creados para tales fines, con el objeto de solicitar el amparo a sus derechos huma-
nos. Este derecho comporta, igualmente, el derecho de toda persona y la obligación del 
Estado de adoptar, conforme a procedimientos establecidos en esta Constitución y en la 
ley, las medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a las decisiones emanadas 
de esos órganos internacionales. Se trata de una disposición de Derecho interno que 
refuerza y ratifica a nivel constitucional el derecho de petición internacional consagrado 
en los instrumentos internacionales, tanto en el ámbito de las Naciones Unidas (ONU) 
como del Sistema Interamericano (OEA), para que las personas víctimas de violación 
de sus derechos humanos puedan plantear sus casos ante los órganos internacionales 
correspondientes7.

Por último, una dimensión esencial del derecho a la justicia es el derecho de todo juez 
a la independencia judicial. La independencia judicial, además de la dimensión institu-
cional como garantía de la democracia y el Estado de Derecho y como derecho de toda 
persona ante la justicia, tiene a su vez una tercera dimensión: la individual o subjetiva del 
propio juez como integrante del poder judicial.

Por lo cual, las garantías convencionales del debido proceso —y la protección judi-
cial efectiva— deben leerse también y por extensión, desde la dimensión del propio juez 
como titular de las mismas. En otras palabras, para que pueda garantizarse el derecho de 
toda persona a ser juzgado por un juez independiente, es necesario garantizarle al juez su 
derecho a ser independiente. Ello es, garantizarle al juez que podrá juzgar responsable-
mente sin intromisiones externas, sin temor a sufrir consecuencias por sus decisiones o 
retaliaciones de los poderes a los cuales controla, etc. De allí la importancia de analizar la 

7	 Es el caso, entre otros, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 44) y Pro-
tocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
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garantía de la independencia del juez a la luz de los derechos convencionales del debido 
proceso, especialmente en aquellos casos en que por una decisión del Estado se pueda 
ver afectada arbitrariamente su estabilidad en el cargo8.

Las consecuencias perjudiciales de tener una justicia incompetente y sin independen-
cia han sido: por un lado, una desprotección de las víctimas de los delitos y en especial de 
las violaciones a los derechos humanos; y por el otro, una falta de control del poder, per-
mitiendo su abuso y desprotección de la Constitución, el Estado de Derecho y la demo-
cracia. Esta situación de anomia institucional ha contribuido a la inseguridad jurídica en 
otros campos como el económico, por la falta de mecanismos que brinden estabilidad en 
las inversiones y al desarrollo socio-económico del país.

IV. La búsqueda de los derechos de 
acceso a la justicia en los procesos, 

incluido el constitucional
Al estudiar los derechos inherentes a la justicia y los distintos procesos constituciona-

les y legales se constata la exigencia de garantizar el derecho de la tutela judicial efectiva; 
ahora bien, el contenido de este derecho tiene muchos contenidos y explicaciones. Así, 
los autores la identifican con el artículo 26 de la Constitución de Venezuela, donde se 
consagra el derecho de toda persona a acceder a los órganos de administración de jus-
ticia. Constatamos la tendencia de juristas que incorporan a la tutela judicial efectiva el 
derecho de acceso a la justicia e igualmente el derecho a obtener con prontitud la deci-
sión correspondiente, lo que comporta, de igual forma, la obligación que tiene la admi-
nistración de justicia, en respeto del derecho constitucional, a la igualdad prevista en el 
artículo 21 de la CRBV, y a decidir una controversia de una manera imparcial y equitativa.

Otros criterios expresan que la tutela judicial efectiva garantiza: la posibilidad de acce-
der a los órganos jurisdiccionales iniciando un proceso; la obtención de una sentencia 
motivada que declare el derecho de cada una de las partes; la posibilidad de las partes 
de poder interponer los recursos que la ley provea; y la posibilidad de obtener el cumpli-
miento efectivo de la sentencia.

En otro plano se señala que el derecho a la tutela judicial efectiva se encuentra estre-
chamente vinculada con la indefensión, involucrando a otros principios como son: el 
derecho al acceso a los tribunales; el derecho a la efectividad de las decisiones judiciales; 
y el derecho al ejercicio del recurso previsto en la ley.

8	 Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador, sent. 
cit., párr. 153. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) 
Vs. Ecuador, sent. cit., párrs. 191 y 197.
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Al comentar el principio del debido proceso es fácil señalar que es el concepto aglutinador 
de lo que se ha llamado el derecho constitucional procesal, que como principio constitucional 
alude a la suma de los derechos y garantías procesales consagrados en la Constitución.

La doctrina del derecho constitucional procesal del debido proceso, y el derecho a 
la tutela judicial efectiva, llega a considerar el acceso a la justicia dentro del derecho al 
debido proceso, y a la tutela judicial efectiva.

Puede observarse que, el derecho a la tutela judicial efectiva se circunscribe funda-
mentalmente a lo establecido en el artículo 26 de la CRBV, sin involucrar la suma de las 
garantías procesales consagradas en el artículo 49 de la CRBV.

Otra corriente considera que la tutela judicial efectiva es la suma de todos los derechos 
asociados a la justicia, de manera que por tutela judicial efectiva se entiende el derecho 
de acceso a los órganos de administración de justicia, el derecho a una justicia gratuita, 
accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equita-
tiva, expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos, sin reposiciones inútiles, derecho 
al debido proceso, derecho a la defensa, derecho a ser notificados de los cargos que se 
imputan, derecho a la presunción de inocencia, derecho de acceso a las pruebas, derecho a 
ser oído en toda clase de proceso, derecho a un tribunal competente, derecho a intérprete, 
derecho a ser juzgado por jueces naturales y derecho a no confesarse culpable, entre otros.

Dada la falta de independencia relativa de lo que significa el derecho al acceso a la 
justicia, ello exige a mi juicio tratar este derecho de otra manera. Al trasladarlo en el con-
tenido de otro derecho, lo asimilamos fundamentalmente al proceso, pero no a que la 
persona que decidió acceder a los tribunales y debe ser tratada con justicia.

La realidad es que se ha tratado el derecho de acceso a la justicia más como un deber 
del sistema de justicia y no como la garantía de un ciudadano que requiere activar una 
estructura del poder judicial habilitada mediante personas preparadas para aplicar y 
resolver el conflicto que le aqueja, de manera tal que se respete ese derecho. En este 
sentido tiene mucho que ver con el comportamiento que recibe, tanto al acceder (entrar) 
como durante todo el desarrollo del proceso.

La inteligencia artificial, cuando se le hace la pregunta del derecho que nos ocupa, 
señala:

Acceso la justicia es «Ser tratado con justicia lo que significa recibir un trato digno, 
equitativo e imparcial, basado en el respeto a los derechos humanos, la honestidad y la 
igualdad ante la ley, sin discriminación». En otras palabras, equidad e igualdad de trato 
ante la ley, por tanto, incluye el derecho a ser tratado de manera justa en los procesos 
legales, a tener acceso a las mismas protecciones que otros, y a que las decisiones se 
tomen con base en leyes, no en prejuicios personales».

De manera que también el derecho de acceso a la justicia está íntimamente ligado a 
la forma en que haga funcionar la justicia para el ciudadano es fundamental garantizar un 
acceso efectivo, igualitario y asequible a los tribunales y órganos judiciales.
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1. Contenido para que funcione la justicia al ciudadano:

	– Acceso efectivo y gratuito: La justicia debe estar al alcance de toda persona sin 
costos que sean barreras.

	– Tribunales y jueces accesibles: Presencia territorial adecuada para evitar largos 
desplazamientos.

	– Procesos simplificados: Procedimientos breves, orales y públicos, sin formalismos 
innecesarios.

	– Imparcialidad e independencia: Jueces y tribunales deben actuar sin influencias y 
con profesionalismo.

	– Atención a la diversidad: Considere la situación de vulnerabilidad, como discapaci-
dades, idiomas o condiciones económicas. Derecho a formas especiales de defensa 
y protección de las víctimas del delito de los menores, ancianos, de los discapaci-
tados, de los inmigrantes.

	– Asesoría legal accesible: Garantizar asistencia o representación legal para quienes 
no puedan pagar abogados.

2. Una justicia de atención al ciudadano:

	– Derecho a ser atendido según sus condiciones psicológicas, sociales, económicas 
y culturales.

	– Derecho a exigir puntualidad y no diferimiento de las audiencias y de sus actos de 
comparecencia.

	– Derecho a ser protegido como testigo, experto, demandado o acusado.

	– Derecho a conocer la identidad y categoría de los funcionarios judiciales que los 
atiendan o requieran.

	– Derecho a ser atendido personalmente por el Juez, por el secretario o por los fun-
cionarios judiciales de ser requerido.

3. Una justicia responsable ante el ciudadano:

	– Derecho a formular reclamaciones, quejas y sugerencias relativas al funcionamiento 
de la Administración de Justicia y de recibir respuesta en pazos breves.

	– Derecho a exigir responsabilidades por error judicial o por el funcionamiento anor-
mal de la Administración de Justicia.

642
ANUARIO IBEROAMERICANO DE BUEN GOBIERNO Y CALIDAD DEMOCRÁTICA

ISSN: 3020-8378
2 0 2 6

N.º 3

Cecilia Sosa Gómez
1. El derecho de acceso a la justicia en los procesos judiciales: caso Venezuela



643

4. Una justicia breve, moderna y avanzada:

	– Derecho a una tramitación ágil y a conocer, el motivo del diferimiento o del retraso.

	– Derecho a la no ritualidad de formalidades no exigidas por las leyes y de la no apor-
tación de documentos innecesarios.

	– Derecho a utilizar medios informáticos, correos electrónicos telemáticos, para 
comunicarse con los funcionarios de la Administración de Justicia.

5. Una deontología profesional:

	– Derecho a un servicio profesional público o privado de defensa en la representa-
ción y de defensa de sus derechos o intereses ante los órganos administrativos y 
jurisdiccionales.

	– Derecho a denunciar ante los Colegios de Abogados u órganos disciplinarios las 
conductas contrarias a la deontología profesional de abogados, defensores o pro-
curadores y de fiscales.

	– Derecho a que los profesionales que le representen o guarden riguroso secreto de 
sus asuntos.

	– Derecho a conocer al monto aproximado de los honorarios profesionales y la forma 
de pago.

	– Derecho a obtener información precisa y detallada sobre el estado de sus asuntos 
y de las decisiones que se dicten.

V. Conclusión
El estudio de dos nociones República y Ley, se traducen en la palabra derecho. Es por 

ello, que el derecho debe recibir toda la atención de las personas que ejercen la política 
para que puedan definir su ciencia y sus fronteras propias. El político persigue el bien del 
pueblo, mientras el jurista se dedica a conseguir el bien, que es la justicia.

De manera que el objeto de la Justicia es atribuir al derecho el fin de la justicia, asimilar 
el derecho a lo justo. Por eso, el derecho tiene que tener una realidad positiva, de allí que 
no puede ser sólo un ideal a buscar, por cuanto si fuera así, sería mejor hablar entonces 
del arte jurídico y todo será diferente.

Ahora bien, luego de tantos años de impartir clases en las Escuelas de Derecho, me 
resulta absolutamente necesario alertar sobre el peligro en que se encuentra «apren-
der derecho y no lograr llenarlo con la justicia». Cuando se obtiene el título de abogado 
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tenemos un manejo normativo del derecho, un juicio sobre sus contenidos, una cierta 
eficiencia retórica, pero aún no se conoce como entrar en la lucha por obtener justicia.

En los últimos años se ha producido una importante fractura de los consensos en 
materia de democracia, libertad, igualdad y justicia y han entrado en crisis, para ser sus-
tituidos en muchas ocasiones por la realidad de la ley del más fuerte.

En el caso de la justicia, no sólo es cuestión de que no exista impunidad. Es fundamen-
tal la imparcialidad: que la justicia tenga la confianza de la propia sociedad. Que sea la 
sociedad la que confíe en la justicia. El pacto social, el pacto de la democracia, se sujeta 
en gran medida en esa confianza. Se requiere tener la cultura social del pacto de normas 
esenciales que rigen la conducta de los ciudadanos y la del ejercicio del poder político 
electo y designado por la voluntad individual de cada persona, mediante su decisión al 
votar.

La complejidad de lo que significa el derecho al acceso a la justicia, exige a mi juicio 
tratar este derecho de otra manera, dado que, al trasladarlo al contenido de otro derecho, 
lo asimilamos fundamentalmente al proceso, pero no a que la persona que decidió acce-
der a los tribunales debe ser tratada con justicia.

Cuando a la inteligencia artificial se le pregunta del derecho que nos ocupa, señala:

Acceso la justicia es «Ser tratado con justicia lo que significa recibir un trato digno, 
equitativo e imparcial, basado en el respeto a los derechos humanos, la honestidad y la 
igualdad ante la ley, sin discriminación». En otras palabras, equidad e igualdad de trato 
ante la ley, por tanto, incluye el derecho a ser tratado de manera justa en los procesos 
legales, a tener acceso a las mismas protecciones que otros, y a que las decisiones se 
tomen con base en leyes, no en prejuicios personales».

De manera que también el derecho de acceso a la justicia está íntimamente ligado a 
la forma en que haga funcionar la justicia para el ciudadano es fundamental garantizar un 
acceso efectivo, igualitario y asequible a los tribunales y órganos judiciales.

La doctrina venezolana se ha dedicado más a asociar el concepto de acceso a la jus-
ticia como aquello que resulta necesario ordenar desde la cúpula orgánica judicial, para 
y cómo resolver las interpretaciones que favorezcan las garantías del cumplimiento de la 
Constitución.

Lo que hace desaparecer el derecho de acceso a la justicia es considerarlo como que 
forma parte del derecho al debido proceso y de esa manera se piensa que se da cum-
plimiento a ese derecho, desdibujando a la persona, natural o jurídica, que ha decidido 
acceder al sistema judicial.

Lo cierto es que este derecho de acceder a la justicia se consagra para la persona 
natural o jurídica que solicita a un Tribunal que se le resuelva un conflicto en el que está 
de por medio un problema de justicia.
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